INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley sobre probidad administrativa de los órganos de la Administración del Estado.


BOLETÍN Nº 1.510-07


____________________________________








HONORABLE SENADO:





	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto de las observaciones, en segundo trámite constitucional, formuladas por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley individualizado en el rubro, y que ya han sido aprobadas por la H. Cámara de Diputados en sesión celebrada el día 5 de octubre recién pasado, según consta del oficio Nº2.577, de la misma fecha, de esa Corporación.





	Las normas que se contienen en dichas observaciones son de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en los artículos 38, inciso primero, 74 y 97 de la Constitución Política.





	Os hacemos presente que la disposición que contempla el Nº4 letra b), de las observaciones, que modifica el artículo 15 de la ley Nº18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, es nueva y recae sobre materias relativas a las atribuciones de los tribunales de justicia.  En la medida que, durante el primer trámite constitucional de las observaciones, no se oyó a la Excma. Corte Suprema, esta Comisión consultó su parecer mediante oficio L-Nº 160/99, de fecha 13 del presente.





	Con el objeto de velar por el adecuado cumplimiento del artículo 74 de la Constitución Política, que ordena que las modificaciones a la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia  se efectúen “oyendo previamente a la Corte Suprema”, sugerimos al H. Senado que se espere la recepción del informe de ese alto tribunal para proceder a despachar las observaciones.





	Asistieron a la sesión en que la Comisión estudió las observaciones el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Claudio Troncoso Repetto, y los señores Rolando Pantoja Bauzá y Rodrigo Medina Jara, asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.





- - -








	Las observaciones del Ejecutivo recaen sobre dos órdenes de materia.





	A) La responsabilidad civil extracontractual del Estado, a que apuntan las observaciones Nºs 1 y 3.





	La observación Nº1 propone suprimir los números 3 y 12 del artículo 1º.





	El número 3 reemplaza el artículo 4º de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, por el siguiente:





	“Artículo 4º.- Los organismos de la Administración del Estado con personalidad jurídica, y el Estado en el caso de los órganos de su Administración que carecen de ella, responderán de las lesiones que causen en los derechos de cualquier persona.





	La acción para perseguir esta responsabilidad patrimonial prescribirá en cuatro años, contados desde la fecha de la lesión. 





	En todo caso, no obstará a la responsabilidad que pudiese afectar al funcionario que produjo el daño, y, cuando haya mediado culpa grave o dolo de su parte, al derecho del órgano público para repetir en su contra.”.”.





	El número 12 deroga el inciso segundo del artículo 44 de la misma Ley Orgánica Constitucional.





	Esa disposición establece que “el Estado tendrá derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere incurrido en falta personal”.





	La observación Nº3 plantea suprimir el Nº 8 del artículo 4º.





	Ese número modifica el artículo 137 de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, reemplazando su inciso segundo por los siguientes: 





	“La acción para perseguir esta responsabilidad patrimonial prescribirá en cuatro años, contados desde la fecha de la lesión. 





	En todo caso, no obstará a la responsabilidad que pudiese afectar al funcionario que produjo el daño, y, cuando haya mediado culpa grave o dolo de su parte, al derecho de la municipalidad para repetir en su contra.”.”.





	De acuerdo al Mensaje Presidencial mediante el cual se formulan las observaciones, el Congreso Nacional legisló en estas materias en dos sentidos:





	En primer lugar, dispuso en el artículo 4º de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, Nº 18.575, la patrimonialización de la responsabilidad. Esto significa que el Estado responde tan sólo de los órganos y organismos que carezcan de personalidad jurídica, y respecto de aquellos que sí tienen ese atributo, responde su patrimonio. En la misma disposición estableció una norma de prescripción de cuatro años desde que se produjo la lesión, y además reprodujo los criterios del inciso segundo del artículo 38 de la Constitución.





	En segundo lugar, suprimió la falta de servicio como causal de responsabilidad del artículo 44 de la Ley de Bases, así como del artículo 137 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.





	El Mensaje hace presente que, frente a esta disposición, el Consejo de Defensa del Estado ha manifestado su preocupación, en atención a que puede prestarse para una peligrosa interpretación tendiente a considerar la responsabilidad del Estado como objetiva.





	Da a conocer que el Gobierno entiende estas inquietudes y que, en consecuencia, decidió no legislar al respecto.  Por ello, pide suprimir las disposiciones del proyecto de ley contenidas en el artículo 1º, Nºs 3 y 12, y en el artículo 4º Nº 8.





	Sin embargo, atendida la inquietud de los parlamentarios de legislar en la materia, la importancia que el tema ha adquirido en los últimos años en nuestro país y en el derecho comparado, así como las deficiencias técnicas que la situación tiene tanto a nivel material como procedimental, el Gobierno considera necesario hacerse cargo de este tema en una instancia de alto nivel que analice estos aspectos.





	Informa que, para ello, el Presidente ha dispuesto la creación de una instancia de discusión y propuesta a cargo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, para hacerse cargo de los conflictos que el tema genera y entregar propuestas que permitan legislar y satisfacer el interés de todos los sectores en este tema. 





	En el seno de la Comisión, los señores representantes del Ejecutivo reiteraron que la observación acoge la opinión del Consejo de Defensa del Estado, que estimó preferible mantener la situación existente hoy día mientras no se haga un estudio acabado del tema, por estimar que dentro del proyecto este asunto ha sido tangencial.





	Señaló el profesor señor Pantoja que el problema deriva de que, por una parte, el artículo 38, inciso segundo, de la Constitución Política no tiene una interpretación unívoca. Por otra parte, tampoco la jurisprudencia de los tribunales ordinarios, especialmente la de la Corte Suprema, ha producido claridad en esta materia, pese a que en muchos fallos ha aceptado la acción indemnizatoria pero exigiendo que, además del daño, exista una violación al principio de equidad. Además, existe una corriente doctrinal que entiende que, por el solo hecho de producirse la lesión en un derecho, corresponde una acción indemnizatoria, que tendría que ser acogida por los tribunales.





	En este contexto, preocupa al Ejecutivo que las innovaciones que se introducen pudieran interpretarse en el sentido de que la responsabilidad del Estado sería objetiva. Frente a ello, el veto pretende dejar la situación, desde el punto de vista legal, tal como se encuentra actualmente.





	Los HH. Senadores señores Díez y Larraín lamentaron el veto, que consideraron apresurado, incluso en su aspecto formal, como demuestra el hecho de que las observaciones del Ejecutivo no hacen mención de la disposición quinta transitoria del proyecto de ley, que es complementaria de la norma contenida en el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 18.575, contenido en el artículo 1º, Nº3 del proyecto, que el veto propone suprimir, en cuanto establece que ella “se aplicará exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la publicación de este cuerpo legal”. De aprobarse la observación, subsistirá aquella disposición transitoria, pero carecerá de todo sentido.





	Advirtieron que el veto elimina los avances acordados por la Comisión Mixta en materia de responsabilidad extracontractual del Estado. Uno de ellos fue propuesto mediante indicación del propio Ejecutivo, cual es la precisión de que la responsabilidad recae en los organismos de la Administración del Estado que tengan personalidad jurídica, y directamente sobre el Estado-Fisco sólo cuando los órganos de la Administración carezcan de ella. Los otros avances fueron sugeridos a la Comisión Mixta por el Consejero del Consejo de Defensa del Estado señor Pierry, y están destinados fundamentalmente a aclarar puntos que hoy inducen a interpretaciones disímiles. Consisten en precisar que se aplica en la especie el plazo general  de cuatro años que el Código Civil establece para la prescripción de la acción judicial destinada a hacer efectiva la responsabilidad extracontractual, y en dilucidar que el derecho del órgano de la Administración a repetir en contra del funcionario que causó el daño sólo procede cuando haya mediado dolo o culpa grave de su parte. 





	En cuanto a la naturaleza de la responsabilidad, destacaron los mencionados HH. señores Senadores que la disposición que el proyecto consulta como nuevo inciso primero del artículo 4º de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, como señala el Mensaje Presidencial, “reprodujo los criterios del inciso segundo del artículo 38 de la Constitución”. Entonces, mal puede entenderse que innova, ni para extender ni para restringir, el alcance de ese precepto constitucional.





	Además, la sola lectura de las disposiciones pertinentes obliga a concluir que es errada la afirmación que se hace en el veto presidencial en el sentido de que el Congreso Nacional “suprimió la falta de servicio como causal de responsabilidad del artículo 44 de la Ley de Bases, así como del artículo 137 de la LOC de Municipalidades”.





	En efecto, el número 12 del artículo 1º deroga el inciso segundo del artículo 44 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases generales de la Administración del Estado. Deja vigente, por consiguiente, el inciso primero, en virtud del cual “los órganos de la Administración serán responsables del daño que causen por falta de servicio”.





	Por su parte, el Nº 8 del artículo 4º reemplaza el inciso segundo el artículo 137 de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. En consecuencia, mantiene sin enmiendas el inciso primero, que dispone que “las municipalidades incurrirán en responsabilidad por los daños que causen, la que procederá principalmente por falta de servicio.”





	Concluyeron manifestando que el veto importa un retroceso en relación con una materia de suyo delicada, en la que, si bien es preciso tomar en cuenta los intereses fiscales, no es menos efectivo que ello no puede hacerse con perjuicio de los derechos de las personas reconocidos por la Constitución.





	Por su parte, el H. Senador señor Parra indicó que las normas que se suprime son importantes, pero que coincidía con el Ejecutivo en que la responsabilidad extracontractual del Estado es una materia que requiere de una reflexión más profunda, porque sería delicado que se entendiera que es de naturaleza objetiva, sobre todo para las municipalidades. Agregó que la Comisión Nacional de Etica Pública, que le correspondió integrar, no abordó este tema, porque excedía su campo de actuación y que, en la misma línea de pensamiento, a su juicio tampoco es propio del marco en que discurre este proyecto de ley.





	Los HH. Senadores señores Aburto y Hamilton tuvieron presente que, de acuerdo a las normas constitucionales y legales que regulan la tramitación de las observaciones del Ejecutivo, en la medida en que ellas ya están aceptadas por la H. Cámara de Diputados, no se conseguiría perseverar en el proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional aunque el Senado las rechazara e insistiera en el texto despachado en su oportunidad. 





	- Sometidas a votación las observaciones Nºs 1 y 3, fueron aprobadas por tres votos a favor y dos en contra. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Aburto, Hamilton y Parra, y en contra lo hicieron los HH. Senadores señores Díez y Larraín.





	B)  Obligación de declarar intereses por parte de los Consejeros del Banco Central de Chile, a que se refieren las observaciones Nºs 2, 4 y 5.





	La observación Nº2 está formulada al artículo 2º del proyecto de ley,  y su objeto es suprimir en el artículo 59 de la Ley Nº 18.575, que integra el Título III, nuevo, de ese cuerpo legal,  la frase "los Consejeros del Banco Central" y la coma (,) que la sucede.





	El artículo 59, en su inciso primero, consagra la obligación de las autoridades que allí se mencionan de presentar una declaración de intereses, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de asunción del cargo. Se incluye entre esos funcionarios a los Consejeros del Banco Central.





	La observación Nº 4 propone agregar un artículo 11, nuevo, que modifica la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, en cuatro aspectos, signados con las letras a. a d.





	La letra a. sustituye el inciso final del artículo 14, que contempla la obligación para los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, de declarar, bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio del Banco, su estado de situación patrimonial y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas en el mismo artículo. La declaración jurada sobre el estado de situación patrimonial deberá efectuarse, en la misma forma, al momento de dejar el cargo.





	La sustitución de dicho precepto se hace con el objeto de incorporar el deber de declarar también “las actividades profesionales y económicas en que participen”, y de adicionar una norma en virtud de la cual sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90 –que declara que al Banco Central no le son aplicables las disposiciones de la ley Nº 18.575-, será aplicable, en este caso, el inciso segundo del nuevo artículo 61 de la ley Nº 18.575, que se incorpora mediante este proyecto de ley, sirviendo como ministro de fe y depositario el Vicepresidente del Banco. Conforme a esta última disposición, la declaración se presentará en tres ejemplares, que serán autentificados al momento de su recepción por el Vicepresidente del Banco, uno de los cuales será remitido a la Contraloría General de la República, otro se depositará en la Vicepresidencia y el restante se devolverá al interesado. 





	La letra b. propone agregar un inciso segundo al artículo 15. De acuerdo a esa regla, podrá deducirse acusación ante la Corte de Apelaciones de Santiago contra los miembros del Consejo que incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en la declaración requerida por el inciso final del artículo 14.





	La letra c. modifica el artículo 23, que consagra en dos letras las atribuciones del Vicepresidente.





	La observación, en esta parte, propone suprimir la conjunciòn “y” ubicada al final de la letra a) y agregar la siguiente letra b): “b) Servir de ministro de fe y depositario de las declaraciones a las que se refiere el inciso final del artículo 14, y”.





	La letra d., finalmente, modifica el inciso final del artículo 24. Este inciso hace extensivas al Gerente General las inhabilidades establecidas para los Consejeros y, al mismo tiempo, le hace aplicables las incompatibilidades contempladas para ellos. 





	La observación persigue que les sean aplicables al Gerente General las incompatibilidades "y obligaciones" previstas en el artículo 14.





	La observación Nº5 propone agregar una disposición sexta transitoria al proyecto de ley, que indica que los miembros del Consejo y el Gerente General del Banco Central de Chile en actual ejercicio de sus cargos, deberán complementar o efectuar sus declaraciones juradas, según corresponda, con una relación de las actividades profesionales y económicas en que tengan interés, dentro del plazo de 90 días contado desde la publicación de esta ley.





	El Mensaje Presidencial explica estas observaciones manifestando que el proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional contiene la obligatoriedad de las altas autoridades del Estado de presentar una declaración de intereses, así como un procedimiento destinado a la realización de dicha declaración, como también las sanciones que su omisión genera. Dicha regulación queda incorporada en los artículos 59 y siguientes de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





	Indica el Mensaje que el Banco Central ha expresado su inquietud porque dichos cambios queden incorporados dentro de las disposiciones que modifican la Ley Orgánica Constitucional antes enunciada.  Argumenta que es un órgano de rango constitucional, de carácter autónomo, que no se rige por las disposiciones aplicables a la Administración. Su intención es que dichas disposiciones le sean aplicables, pero siempre que se incorporen como modificaciones de su Ley Orgánica Constitucional y no como cambios en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.





	El Gobierno comparte los criterios expuestos por el Banco Central. En virtud de ello, propone suprimir al Banco Central y sus autoridades de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, en lo relativo a la declaración de intereses, y trasladar idénticas disposiciones a la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central. Idéntico criterio, por lo demás, es el que se está aplicando en la materia en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.





	En el seno de la Comisión se advirtió que no es completamente efectiva la aseveración del Mensaje en cuanto a que se trasladarían a la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile “idénticas disposiciones” a aquellas que se contempla incorporar en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





	Desde luego, la vigencia de la obligación de declarar intereses será distinta para los Consejeros y el Gerente General del Banco Central y las autoridades y altos funcionarios del resto de la Administración del Estado. Estas últimas personas, en virtud de las disposiciones primera y segunda transitorias,  deberán presentar sus declaraciones juradas en el plazo de sesenta días contados desde la entrada en vigencia del reglamento que dicte el Presidente de la República, el cual, a su vez, cuenta para ello con ciento ochenta días desde que se publique esta ley en el Diario Oficial. Los Consejeros y el Gerente General del Banco Central, por su parte, de acuerdo a la nueva disposición sexta transitoria, disponen de noventa días, contados desde la publicación de la ley, para complementar o efectuar sus declaraciones juradas.





	Asimismo, si bien las autoridades de que se trata del Banco Central no sólo deberán efectuar una declaración de intereses sino que también una de orden patrimonial, lo cierto es que la realizarán, de conformidad al nuevo inciso final del artículo 14, “antes de asumir sus cargos” y “al momento de dejar el cargo”, esto es, en el caso de los Consejeros, cada diez años.





	En cambio, para todas las otras altas autoridades de la Administración del Estado la declaración “deberá actualizarse cada cuatro años, y cada vez que ocurra un hecho relevante que la modifique”, según reza el inciso primero del nuevo artículo 61 de la ley Nº 18.575. El plazo de cuatro años es también el aplicable a los parlamentarios (nuevo artículo 5º C de la ley Nº 18.918), a los miembros del escalafón primario y de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial (nuevo artículo 323 bis del Código Orgánico de Tribunales), a los jueces de policía local (nuevo artículo 7º de la ley Nº 15.231), a los directores de sociedades anónimas elegidos por el Estado o sus organismos que fueren titulares de acciones en ellas, los gerentes de sociedades anónimas nombrados por un directorio integrado mayoritariamente por directores que representen al Estado o a sus organismos y los directores y gerentes de empresas del Estado que en virtud de leyes especiales se encuentren sometidas a la legislación aplicable a las sociedades anónimas (nuevos incisos del artículo 37 de la ley Nº 18.046).





	Por otra parte, respecto del nuevo inciso segundo que se plantea incorporar al artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central se suscitó en la Comisión la inquietud de que amplía la actual competencia de la Corte de Apelaciones de Santiago para conocer acusaciones contra los Consejeros del Banco, sin que se haya oído la opinión de la Corte Suprema,  según  exige el artículo 74 de la Constitución Política.





	En efecto, la Corte de Apelaciones de Santiago, en la actualidad, sólo puede pronunciarse sobre las infracciones a las reglas sobre inhabilidades de los Consejeros o sobre conductas que impliquen un abuso de la calidad de Consejero, con el objeto de obtener, para sí o para terceros, beneficios directos o indirectos. De acuerdo al nuevo precepto, también le corresponderá conocer las acusaciones que se presenten contra los miembros del Consejo que incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en la declaración requerida por el inciso final del artículo 14.





	Al respecto, la Comisión adoptó por unanimidad el acuerdo que consignamos al inicio de este informe, en el sentido de recabar el parecer de la Excma. Corte Suprema sobre la referida disposición, y proponer a la Sala que se espere la recepción de la respuesta para proceder a despachar las observaciones.





	- Sometidas a votación las observaciones Nºs 2, 4 y 5, fueron aprobadas por cuatro votos a favor y uno en contra. Votaron por la aprobación los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton y Parra, y en contra lo hizo el H. Senador señor Larraín. 





	El H. Senador señor Díez justificó su voto en el hecho de que comparte la idea central que inspira las observaciones, cual es la de reafirmar la calidad de organismo autónomo del Banco Central.





	El H. Senador señor Larraín fundamentó su voto negativo señalando que este tema, al igual que el anterior a que se refieren las observaciones, fue objeto de un cuidadoso análisis por la Comisión Mixta, que conoció en su oportunidad la posición del Banco Central y sus propuestas, y resolvió desecharlas, porque el criterio general que se sigue en el nuevo artículo 59 de la ley Nº 18.575  es el de incluir a todas las autoridades de los organismos comprendidos en el concepto amplio de Administración del Estado consagrado en el artículo 1º, inciso segundo, de la misma ley, dentro de los cuales no sólo se contempla al Banco Central sino que también a otros organismos autónomos, que tienen su propio estatuto orgánico constitucional, como la Contraloría General de la República, las municipalidades y los gobiernos regionales. Sostuvo que no puede pretenderse invocar la autonomía en materias como la probidad administrativa, puesto que ella está concebida para el mejor ejercicio de las atribuciones propias, y aceptarla aquí lleva a establecer diferencias injustificadas, por ejemplo, en cuanto a los plazos que mediarán entre las declaraciones que realicen los Consejeros y el Gerente General del Banco Central y aquellas que efectúe el propio Presidente de la República, el Contralor General de la República y las otras altas autoridades del Estado. 





- - -








	En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por mayoría de votos, tiene el honor de proponeros que aprobéis las observaciones en informe.





- - -








	Acordado en sesión celebrada el día 13 de octubre de 1999, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Sergio Díez Urzúa, Juan Hamilton Depassier y Augusto Parra Muñoz.








	Sala de la Comisión, a 19 de octubre de 1999.
































                                                      JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA


                                                                       Secretario
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